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AMPARO EN REVISIÓN 1595/2006
QUEJOSo: ********** 

ministro ponente: JOSÉ RAMÓN COSSÍO DÍAZ

SECRETARIo: raúl manuel mejía garza
S Í N T E S I S

MATERIA DEL ASUNTO: Análisis de la constitucionalidad del artículo 123, fracción X del Bando Municipal para Toluca, Estado de México del treinta de enero de dos mil seis desde la perspectiva de los artículos 6, 7 y 24 de la Constitución Federal (libertad de expresión, libertad de imprenta, y libertad religiosa).
ARTÍCULO IMPUGNADO: La fracción X del artículo 123 del bando del Municipio de Toluca de treinta de enero de 2006. 

Artículo 123. Se impondrá multa de 1 a 50 días de salario mínimo a quien:

(…)

X. Sin permiso, pegue, cuelgue, distribuya o pinte propaganda de carácter comercial o de cualquier otro tipo en edificios públicos, portales, postes de alumbrado público, de la Comisión Federal de Electricidad, de la Compañía de Luz y Fuerza, de teléfonos, de semáforos; pisos, banquetas, guarniciones, camellones, puentes peatonales, pasos a desnivel, parques, jardines y demás bienes del dominio público federal, estatal o municipal”.

FALLO RECURRIDO: La sentencia emitida por el Juez Segundo de Distrito en Materias de Amparo y de Juicios Civiles Federales en el Estado de México el cinco de abril de dos mil cinco. 
SENTIDO DEL FALLO RECURRIDO: No ampara
RECURRENTE: El quejoso.
PROPUESTA DEL PROYECTO: 
En las consideraciones:
Las cuestiones que esta Sala debe resolver son las siguientes: ¿es constitucional una norma municipal que exige solicitar permiso previo a las autoridades municipales para difundir o repartir documentos en la vía pública (en el caso, una octavilla en la que se invita a un concierto de música y un cuadernillo que difunde el Evangelio según San Juan)? ¿Vulnera la norma  municipal cuestionada las libertades de expresión e imprenta y/o la libertad religiosa, de modo que a esta Sala le corresponda conceder el amparo de la justicia federal?
El quejoso fue multado por repartir papeles en la vía pública sin contar con un permiso previo de las autoridades municipales. Según obra adjunto al expediente, uno de los documentos repartidos era una octavilla en la que se invitaba a asistir a un concierto gratuito. El otro documento es un cuadernillo que contiene el Evangelio según San Juan.        

Es, a juicio de esta Sala, claro que el comportamiento del quejoso se inscribe dentro del ejercicio de las libertades de expresión e imprenta, por un lado, y de la libertad religiosa, por otro.

Como es sabido, la libertad de expresión es una de las libertades individuales más importantes en una democracia constitucional. Ello se debe a que, junto con la dimensión individual de la misma, que asegura a estos últimos un importante espacio de creatividad y desarrollo individual, indisolublemente ligado a cualquier ejercicio significativo de la autonomía, la libertad de expresión goza también de una vertiente pública, institucional o colectiva de inmensa relevancia. Tener plena libertad para expresar, difundir y publicar ideas es imprescindible no solamente para poder ejercer plenamente otros derechos fundamentales como el de asociarse y reunirse pacíficamente con cualquier objeto lícito, el derecho de petición, o el derecho a votar y ser votado, sino que constituye además un elemento funcional de esencial importancia en la dinámica de una democracia representativa. 
En el marco del presente asunto y en estrecha conexión con lo anterior, resulta imprescindible destacar otra faceta de la libertad de expresión. El hecho de que protege no solamente el acto “estático” de expresar o comunicar lo que uno estime conveniente, sino la actividad consistente en divulgar lo expresado por cualquier medio y a las personas que uno desee. Destacar este elemento es una operación casi redundante, pues el mismo está implícito en la propia idea de expresarse o comunicar, y es un factor sin el cual la libertad de expresión no podría cumplir las funciones anteriormente descritas. 

Respetar y garantizar las libertades de expresión e imprenta exige del Estado tanto obligaciones negativas como obligaciones positivas. Dado el tema de constitucionalidad que nos ocupa, debemos destacar de manera especial una obligación de carácter negativo que, por su relevancia, los textos fundamentales plasman con toda su especificidad: la prohibición de censura. La prohibición de la censura implica que el Estado no puede someter las actividades expresivas o comunicativas de los particulares a la necesidad de solicitar previamente un permiso a la autoridad.
El segundo derecho fundamental que está en liza es la libertad religiosa, que el artículo 24 de la Constitución Federal. Su primer párrafo consagra en sus términos nucleares la libertad religiosa, esto es, la libertad de sostener y cultivar las creencias religiosas que cada uno considere, libertad que también incluye la de cambiar de creencias religiosas. El precepto encierra, además, tanto una referencia a la dimensión interna de la libertad religiosa (“todo hombre es libre de profesar la creencia religiosa que más le agrade”) como la dimensión externa de la misma (“y para practicar las ceremonias, devociones o actos de culto respectivo, siempre que no constituyen un delito o falta penados por la ley”).

La dimensión o la faceta interna de la libertad religiosa se relaciona íntimamente con la libertad ideológica, y aunque es difícil de definir de un modo que sea general y a la vez útil, atiende a la capacidad de los individuos para desarrollar y actuar de conformidad con una particular visión del mundo en la que quede definida la relación del hombre con lo divino.
En el contexto del presente asunto, en cualquier caso, nos interesa más la dimensión o proyección externa de la libertad religiosa. Esta proyección es múltiple, y se entrelaza de modo estrecho, en muchas ocasiones, con el ejercicio de otros derechos individuales, como la libertad de expresión, la libertad de reunión, o la libertad de enseñanza. Una proyección típica y específica a la que la Constitución se refiere expresamente es la libertad de culto, que se refiere a la libertad para practicar las ceremonias, ritos y reuniones que se asocian con el cultivo de determinadas creencias religiosas.  

Las manifestaciones externas de la libertad religiosa pueden ser por otro lado individuales o colectivas. Las dos son abarcadas y protegidas por el primer párrafo del artículo 24 (que establece, recordémoslo de nuevo, que “todo hombre es libre para profesar la creencia religiosa que más le agrade y para practicar las ceremonias, devociones o actos de culto respectivo, siempre que no constituyan un delito o falta penados por la ley”).
 Respecto de un subconjunto muy preciso de manifestaciones externas colectivas de la libertad religiosa, el párrafo tercero del artículo 24 contiene una regla específica; según la misma, “los actos religiosos de culto público se celebrarán ordinariamente en los templos y los que extraordinariamente se celebren fuera se sujetarán a lo dispuesto en la ley reglamentaria”. 

Se trata, en cualquier caso, de una previsión que no resulta relevante para la resolución del problema jurídico que nos ocupa en la presente instancia, pues se refiere a los actos de “culto público”, esto es, a los actos de culto no sólo externos sino también colectivos o grupales y además pertenecientes al ámbito de la expresión institucionalizada de la religión. No todo acto de expresión externa de una creencia religiosa, en otras palabras —y con independencia de su carácter individual o colectivo— es un acto de “culto público” que caiga bajo el ámbito de aplicación de la regla establecida en el tercer párrafo del artículo 24.

En el marco de estas consideraciones, la norma contenida en la fracción X del artículo 123 del bando municipal bajo examen debe ser declarada inconstitucional y debe ser inaplicada al quejoso.

Lo primero que debe ser destacado es que la norma impugnada agrupa bajo un mismo régimen actividades o conductas que son heterogéneas desde el punto de vista de los bienes, derechos e intereses involucrados. De su tenor literal se desprende muy claramente que el objetivo de la norma es velar por el buen uso, limpieza y adecuada preservación de los bienes de dominio público federal, estatal o municipal, o de bienes que, pudiendo ser en estricto sentido privados, están en el espacio público y están vinculados a la prestación de servicios públicos. Aunque la mayoría de prohibiciones que contempla guardan, efectivamente, una conexión racional con este legítimo objetivo, existe una que no la guarda, y es precisamente la que justificó la imposición de la multa al quejoso. 

En efecto: la prohibición de pegar, colgar o pintar propaganda de cualquier tipo en edificios públicos, postes, vías públicas o jardines constituye un medio racionalmente conectado con el objetivo antes identificado, aunque habría que discutir —este es un extremo sobre el que no nos compete pronunciarnos en el presente asunto, al quedar al margen de la litis— si respeta también la relación de proporcionalidad que debe existir en toda medida que restringe derechos en aras de la protección de otros derechos y bienes.               

Sin embargo, la norma prevé junto a las anteriores prohibiciones, la imposición de la citada multa a quien “distribuya” propaganda “comercial o de cualquier otro tipo”. Y es así como pasa a alcanzar la prohibición y sanción de una conducta que está en el núcleo del ordinario ejercicio de las libertades de expresión e imprenta y que hace parte del normal despliegue de la libertad religiosa, cayendo dentro del ámbito de una prohibición constitucional expresa y puntual: la prohibición de censura previa. Ninguna analogía puede trazarse entre las actividades de pegar o colgar documentos, o pintar, en bienes del dominio público, y la muy distinta actividad de circular o pasear por la calle y repartir a la ciudadanía un texto que contiene un documento religioso y una invitación a asistir a un concierto. Esto último es una instancia central y “pura” de difusión de ideas, en este caso religiosas, respecto de la cual la prohibición de censura previa se proyecta también con toda su centralidad y pureza. Sin embargo, al someter la posibilidad de desplegarla a la necesidad de solicitar un permiso previo a las autoridades municipales, que estas podrán graciosamente conceder o negar, es muy claro que la norma se erige en un mecanismo de censura incompatible con el texto fundamental.   

La inconstitucionalidad de la norma por constituir un mecanismo de censura previa no variaría de cambiar la posición jerárquica de la norma que lo contempla, pero no está de más subrayar que el rango reglamentario y la ausencia de una genealogía legal clara en cuanto a los antecedentes de la norma en otras de rango legal confirma por otra vía su naturaleza inconstitucional. Las limitaciones de derechos fundamentales deben encontrar sustento legal. Eso no significa, evidentemente que las normas infra-legales no puedan modular aspectos del ejercicio de los mismos; lo que significa es que debe ser posible a partir de las mismas reconstruir algún tipo de cadena de remisión normativa que muestre que las decisiones centrales respecto de la limitación han sido determinadas por los representantes de los ciudadanos —esto es: por el legislador—. Y ello, en el caso del bando municipal en el que se inscribe la norma cuya constitucionalidad se denuncia, no es posible.         

En los puntos resolutivos: 

PRIMERO: En la materia de la revisión competencia de esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, se revoca la sentencia recurrida.
SEGUNDO. La Justicia de la Unión ampara y protege a ********** contra la fracción X del artículo 123 del Bando municipal de treinta de enero de dos mil seis para el Municipio de Toluca, Estado de México. 

AMPARO EN REVISIÓN 1595/2006
QUEJOSo: ********** 

MINISTRO PONENTE: JOSÉ RAMÓN COSSío DÍAZ
SECRETARIo: raúl manuel mejía garza 
México, Distrito Federal. Acuerdo de la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, correspondiente al día veintinueve de noviembre de dos mil seis.
V I S T O S
para resolver los autos del amparo en revisión 1595/2006, y

R E S U L T A N D O:

PRIMERO. Presentación de la demanda. Por escrito presentado el veinticinco de febrero de dos mil seis, ********** solicitó por cuenta de ********** el amparo de la justicia federal contra las autoridades y por los actos que a continuación se mencionan: 

Autoridades responsables: 

1. Director de la Dirección de Seguridad Pública del Municipio de Toluca, Estado de México. 
2. Director de la Comisaría de Toluca.
3. Presidente Municipal de Toluca. 
4. Ayuntamiento de Toluca.
Actos reclamados: 

1. La expedición del artículo 123 del Bando municipal del treinta de enero de dos mil seis para el Ayuntamiento de Toluca.
2. La aplicación del mencionado artículo.
SEGUNDO. Preceptos constitucionales que se estiman violados. El quejoso señaló como preceptos violados los artículos 6, 7, 9, 11, 16, 21 y 24 constitucionales y formuló los conceptos de violación que estimó convenientes, reclamando la inconstitucionalidad del artículo 123, fracción X, del Bando municipal para el Municipio de Toluca, Estado de México del treinta de enero de dos mil seis.
TERCERO. Trámite del juicio de amparo.  Mediante acuerdo de veintisiete de febrero de dos mil seis, el Juez Segundo de Distrito en Materias de Amparo y de Juicios Civiles Federales en el Estado de México admitió la demanda de amparo y ordenó registrarla con el número **********; posteriormente, el cinco de abril del dos mil seis dictó sentencia en la que sobreseyó en parte, otorgó parcialmente el amparo y lo negó respecto de las cuestiones de constitucionalidad alegadas.  
CUARTO. Trámite del recurso de revisión. Inconforme con la anterior resolución, el dieciséis de mayo de dos mil seis el quejoso interpuso recurso de revisión ante el Juzgado Segundo de Distrito en Materias de Amparo y de Juicios Civiles Federales en Toluca, Estado de México. Por razón de turno, le correspondió al Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Segundo Circuito conocer del citado recurso, el cual ordenó su registró con el número ********** y lo admitió en ese mismo acto. 
QUINTO. Trámite ante la Suprema Corte de Justicia de la Nación. Los Ministros José de Jesús Gudiño Pelayo y José Ramón Cossío Díaz solicitaron a la Corte el ejercicio de la facultad de atracción respecto de dicho recurso de revisión, razón por la cual el veintiuno de junio de dos mil seis el segundo de ellos, en su calidad de Presidente de esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, ordenó formar y registrar el expediente referente a la misma con el número **********-PS. El dieciséis de agosto del mismo año la Primera Sala resolvió ejercer dicha facultad de atracción para conocer del citado recurso, al considerar que se reunían las condiciones materiales relacionadas con la importancia y trascendencia del asunto, además de las condiciones formales establecidas por la Constitución y las leyes aplicables.
El dos de octubre de dos mil seis, el Presidente de la Primera Sala ordenó formar y registrar el toca de revisión con el número 1595/2006 y ordenó el avocamiento del asunto a esta Sala. Por razón de turno, le correspondió a él mismo formular el proyecto de resolución respectivo.

y
C O N S I D E R A N D O:
PRIMERO. Competencia. Esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación es competente para conocer del presente juicio de amparo en revisión, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 107, fracción VIII, inciso b), segundo párrafo de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 84, fracción III de la Ley de Amparo, en relación con el punto cuarto del Acuerdo General número 5/2001, emitido por el Tribunal Pleno de este Alto Tribunal, de fecha veintiuno de junio de dos mil uno, publicado en el Diario Oficial de la Federación el día veintinueve del mismo mes y año, en virtud de que se interpuso contra de una sentencia dictada por un Juez de Distrito, en el que se impugnó el artículo 123, fracción X del Bando municipal expedido el treinta de enero de dos mil seis para el Municipio de Toluca, Estado de México, cuyo estudio  corresponde a esta Sala, aunque caiga dentro de la competencia originaria de los tribunales colegiados, dado su  interés y trascendencia, en los términos de la facultad de atracción **********-PS, ejercida el dieciséis de agosto de dos mil seis. 
SEGUNDO. Oportunidad del recurso. El presente recurso de revisión fue interpuesto oportunamente, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 86 de la Ley de Amparo, pues de las constancias de autos se advierte que la sentencia recurrida fue dictada por el Juez Segundo de Distrito en Materias de Amparo y de Juicios Civiles Federales en el Estado de México el cinco de abril de dos mil seis, terminándose de engrosar el veintisiete del mismo mes y año. La misma fue notificada por lista a la parte quejosa el día siguiente, viernes veintiocho de abril del dos mil seis (foja 228 vuelta del cuaderno de amparo), y surtió efectos para el quejoso el día hábil siguiente —el martes dos de mayo del dos mil seis—, pues deben descontarse del cómputo los días veintinueve y treinta de abril, por ser sábado y domingo, respectivamente, así como el primero de mayo, todos ellos inhábiles según el artículo 23 de la Ley de Amparo. 

El término de diez días para la interposición del recurso, previsto en el artículo 86 de la Ley de Amparo corrió entonces del miércoles tres de mayo de dos mil seis al martes dieciséis del mismo mes y año. Ello, tomando en consideración que fueron inhábiles los días seis, siete, trece y catorce de mayo de ese año, por ser sábados y domingos.

De conformidad con lo anterior, si como se aprecia en el sello visible en la parte superior del escrito de agravios (foja 47 del expediente del presente recurso de revisión) el recurso que nos ocupa se interpuso ante el Juzgado de Distrito antes precisado el martes dieciséis de mayo de dos mil seis tal, entonces debe tenerse por presentado oportunamente. 

TERCERO. Cuestiones que deben quedar firmes. Debe quedar firme en la presente instancia el sobreseimiento decretado por el Juez Segundo de Distrito en Materias de Amparo y Juicios Civiles Federales con residencia en Toluca, Estado de México, reflejado en el tercer resolutivo de la sentencia impugnada, por no haber sido combatido por el recurrente en sus conceptos de agravio. El citado sobreseimiento afecta a todos los actos de aplicación de la norma impugnada a excepción de la imposición de la multa —acto respecto del cual el Juez otorgó el amparo por razones de ilegalidad (por deficiente fundamentación y motivación)—
. Ilustra esta determinación la tesis aislada emitida por esta Primera Sala, de rubro: “REVISIÓN EN AMPARO. LAS CONSIDERACIONES NO IMPUGNADAS DE LA SENTENCIA DEBEN DECLARARSE FIRMES”
.  

CUARTO. Materia de la revisión y elementos necesarios para resolver el asunto. El recurrente formula dos conceptos de agravio, enderezados íntegramente a combatir las consideraciones que llevaron al Juez de Distrito a no declarar inconstitucional el artículo 123, fracción X del Bando municipal emitido por el Ayuntamiento de Toluca (Estado de México) el treinta de enero de dos mil seis. Sus argumentos insisten en la inconstitucionalidad de la norma citada desde la perspectiva de los derechos protegidos por los artículos 6, 7 y 24 de la Constitución Federal (libertad de expresión, libertad de imprenta, derecho a la información y libertad de credo religioso). El precepto cuestionado dispone textualmente lo siguiente:
Artículo 123. Se impondrá multa de 1 a 50 días de salario mínimo a quien:
(…)

X. Sin permiso, pegue, cuelgue, distribuya o pinte propaganda de carácter comercial o de cualquier otro tipo en edificios públicos, portales, postes de alumbrado público, de la Comisión Federal de Electricidad, de la Compañía de Luz y Fuerza, de teléfonos, de semáforos; pisos, banquetas, guarniciones, camellones, puentes peatonales, pasos a desnivel, parques, jardines y demás bienes del dominio público federal, estatal o municipal”.

Para ubicar nítidamente los puntos debatidos por el recurrente, conviene a traer a colación los antecedentes del caso.

1. En el juicio de amparo, el quejoso —ahora recurrente—formuló cuatro conceptos de violación. Dedicó tres de ellos a combatir el artículo impugnado desde la perspectiva constitucional, y el restante a plantear la ilegalidad de la multa impuesta. Los argumentos de constitucionalidad contienen en esencia las siguientes cuestiones: 
a) El quejoso alega en su primer concepto de violación que la fracción X del artículo 123 del Bando municipal emitido por el Ayuntamiento  de Toluca el treinta de enero de dos mil seis, vulnera su libertad de pensamiento y de expresión escrita porque introduce una censura previa a su ejercicio. 
A su juicio, el artículo 7° en relación con el 6° de la Constitución Federal imponen al Estado la obligación negativa de no interferir en la libertad de los ciudadanos de expresar sus ideas de forma verbal y escrita. El ejercicio de estas garantías, afirma, permite a los ciudadanos distribuir, imprimir, difundir y transmitir sus ideas en los foros públicos sin tener que estar sujetos al temor de recibir una sanción y sin necesidad de someterse a modalidad alguna de censura previa, con la única condición que se respeten los lineamientos establecidos por la misma Norma Fundamental (orden público y derechos de terceros). 
El artículo impugnado establece que para que los ciudadanos estén en posibilidad de distribuir materiales en la vía pública es necesario solicitar previamente permiso a las autoridades municipales, situación jurídica que conforma, en su opinión, un caso claro de restricción estatal a la difusión pública de las ideas. La libertad de pensamiento, sostiene, se encuentra unida a la libertad de difusión, y además estas dos libertades despliegan su fuerza normativa tanto en el plano individual como en el colectivo, dado que proveen las condiciones para que los gobernados accedan a la comunicación e información respecto de todos los puntos de vista que confluyen en una sociedad democrática. Por ello coincide con quienes afirman que las libertades de expresión, asociación y difusión conforman la piedra angular de toda sociedad democrática.
b) En su tercer concepto de violación, el quejoso señala que los documentos que difundía en la vía pública, por los que fue sancionado, tenían por objeto la reunión pacífica de un concierto de música cristiana así como la difusión de los evangelios católicos. Dado que la aplicación de la norma impugnada implicó la restricción de no poder difundir tales documentos, estima que esta norma también viola su derecho de asociación establecido en el artículo 9° de la Constitución Federal. Ello es así, argumenta, porque pretende desalentar, prohibir o regular los actos previos a la asociación, sin los cuales no se podría ejercer plenamente esta libertad.
c) Finalmente, en su último concepto de violación, el quejoso aduce que la disposición municipal vulnera su derecho al libre culto, consagrado en el artículo 24 constitucional. Esta garantía, afirma, tiene una vocación de protección que trasciende el plano individual, y tiene un impacto sobre las colectividades. En su opinión esta garantía tiene una estrecha relación con la libertad de pensamiento, imprenta, tránsito y asociación, ya que sin ellas sería difícil ejercer plenamente la libertad de culto. Por ello, esta última debe incluir la posibilidad de difundir ante otras personas sus creencias para que estos decidan libremente si coinciden o no con tales convicciones y así poder asociarse. Concluye afirmando que esta libertad es uno de los pilares de la sociedad plural y democrática.
2. El Juez Segundo de Distrito en Materias de Amparo y de Juicios Civiles Federales en el Estado de México estimó que el amparo de legalidad era fundado, porque la multa no estaba suficientemente fundada y motivada, y calificó sin embargo de infundados los argumentos de constitucionalidad, vertiendo las siguientes consideraciones:

a) En primer lugar, sostiene que el artículo 6° de la Constitución Federal, al establecer que la manifestación de las ideas no será objeto de ninguna inquisición judicial o administrativa, hace palpable su adhesión a la filosofía según la cual el individuo tiene una esfera de derechos que la autoridad no puede tocar. El Juez de Distrito coincide en que la libertad de expresión conforma una garantía básica del sistema democrático que se expande sobre el campo de las ideas filosóficas, religiosas y científicas. El ejercicio de esta libertad requiere necesariamente de la libertad de utilizar libremente todos los medios de expresión.

Sin embargo, el Juez de Distrito considera que la multa que se le impuso al quejoso con fundamento en el artículo 123, fracción X del Bando Municipal de Toluca no conforma ninguna restricción al ejercicio de su libertad de expresión, ya que responde al hecho de que estuvo distribuyendo propaganda de carácter religioso en la vía pública sin contar con el permiso correspondiente, contra lo ordenado por dicho artículo. El Juez de Distrito apoya su conclusión en una tesis de jurisprudencia emitida por esta Primera Sala en la quinta época, de rubro “LIBERTAD DE EXPRESIÓN”.
Por otra parte, afirma, el artículo 7° de la Constitución Federal establece la inviolabilidad de la libertad de escribir y publicar escritos, la cual, según dicha disposición, no podrá estar sujeta a censura y cuyos límites son el respeto de la vida privada, la moral y la paz pública, pero esta garantía individual tampoco resulta vulnerada por el artículo impugnado: este último sólo establece una sanción para el caso de que se distribuya sin permiso propaganda de carácter comercial o de cualquier otro tipo en la vialidad pública, pero no infringe la libertad de escribir y publicar escritos sobre cualquier materia. Este razonamiento lo apoya en una tesis aislada emitida por la Segunda Sala de esta Suprema Corte en la quinta época, de rubro: “LIBERTAD DE IMPRENTA”, así como en la jurisprudencia emitida por esta Primera Sala en la novena época, de rubro: “LIBERTAD DE EXPRESIÓN E IMPRENTA. LAS LIMITACIONES ESTABLECIDAS POR EL LEGISLADOR RELACIONADAS CON LA VERACIDAD Y CLARIDAD DE LA PUBLICIDAD COMERCIAL SON CONSTITUCIONALES CUANDO INCIDAN EN SU DIMENSIÓN PURAMENTE INFORMATIVA”.

b) Finalmente, el Juez de Distrito considera que el artículo reclamado tampoco viola la libertad religiosa consagrada en el artículo 24 de la Constitución Federal. Este derecho garantiza en su opinión la libre profesión de una creencia religiosa y la práctica de devociones o actos de culto en los templos o en los domicilios particulares existentes para ese propósito, de conformidad con las leyes vigentes. El Juez de Distrito estima que la actividad por la que, con fundamento en el artículo impugnado, fue sancionado el quejoso no se encuentra protegida por este derecho, dado que se trató de la distribución de propaganda religiosa en la vía pública. A su juicio el quejoso no estaba ejerciendo su derecho de libertad religiosa porque no se encontraba en los espacios destinados especialmente para ese fin. El juzgador concluye que permitir el disfrute de este derecho en cualquier lugar, implicaría imponerle la obligación correlativa al Estado de proporcionarles a todos los individuos de determinado credo los elementos necesarios para el ejercicio del mismo, lo que contradiría la ideología de la Constitución Federal. En esta línea, estima que la actividad por la que fue sancionado el quejoso vulnera el artículo 24 constitucional, conclusión que apoya en la tesis aislada de la Segunda Sala de esta Corte de rubro “LIBERTAD RELIGIOSA”.
3. En sus agravios, el quejoso y ahora recurrente desarrolla por un lado, los argumentos por los que cree que los razonamientos del juez son incorrectos, desde la perspectiva de lo garantizado por las libertades de expresión, imprenta e información, por un lado, y desde la perspectiva de la libertad de culto, por otra.  
a) El recurrente señala que la libertad de expresión incluye, entre otras, la posibilidad de “distribuir las ideas”. A su juicio, la Constitución Federal sólo impone a esta libertad los límites de no violentar el orden público, la moral pública o los derechos de terceros. En su opinión, la tesis aislada citada por el Juez de Distrito —de rubro “LIBERTAD DE EXPRESIÓN”— fortalece su postura, pues es claro que los documentos que repartía (el “Evangelio según San Juan”) no alteran el orden público ni vulneran la moral.
El recurrente destaca que el artículo 6° de  la Constitución Federal establece que la expresión de ideas en ningún momento podrá ser objeto de inquisición judicial y el artículo 7°, en complemento de lo anterior, establece que habrá total libertad para escribir e imprimir las ideas y pensamientos en general. Una vez impresas tales ideas, argumenta, los ciudadanos tienen el derecho correlativo e inseparable de distribuirlos por los medios que sea posible y apoya su razonamiento en la tesis aislada emitida por el Tribunal Pleno de esta Suprema Corte, de rubro: “PELÍCULAS CINEMATOGRÁFICAS EN IDIOMA EXTRANJERO. EL ARTÍCULO 8° DE LA LEY FEDERAL DE CINEMATOGRAFÍA QUE PREVÉ SU EXHIBICIÓN EN VERSIÓN ORIGINAL Y, EN SU CASO, SUBTITULADAS EN ESPAÑOL, CON EXCEPCIÓN DE LAS CLASIFICADAS PARA PÚBLICO INFANTIL Y LOS DOCUMENTALES EDUCATIVOS, QUE PODRÁN EXHIBIRSE DOBLADAS AL ESPAÑOL, NO TRANSGREDE LA GARANTÍA DE LIBERTAD DE EXPRESIÓN CONSAGRADA EN EL ARTÍCULO 6° DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL”.
El recurrente sostiene que la libertad de expresión se compone de un tercer derecho tutelado también por la Constitución Federal: el derecho a la información, el cual permite que las personas sean destinatarios de las ideas manifestadas por quienes  ejercen las otras dos libertades —de expresión e imprenta—. En su opinión, la violación a cualquiera de estos tres derechos redunda en una violación a todos ellos.
El recurrente enfatiza cómo los ordenamientos jurídicos de otras naciones consagran estos derechos en forma similar —España, Argentina, los Estados Unidos Norteamérica—. Y cómo la Corte Suprema de este último país ha determinado que la libertad de expresión tiene una calidad superior a los otros derechos (caso Konigsberg vs. State Bar California). Considera además relevante el modo en que los jueces de Canadá han concebido este derecho, del que han afirmado, entre otras cosas, 1) que el libre discurso promueve el libre flujo de ideas esenciales en una democracia política y sus instituciones y limita la potestad del Estado de limitar otros derechos y libertades y, 2) que promueve un foro de ideas, entre las que se incluye la búsqueda de la libertad (caso R. vs. Keegstra).
Por otra parte, el recurrente pone de relieve los tratados internaciones que México ha suscrito en materia de derechos humanos, en los que se protege de forma preponderante la libertad de expresión. Al respecto destaca el artículo 19 del Pacto Internacional de Derechos Políticos y Civiles y el artículo 13 de la Convención Interamericana de Derechos Humanos. Argumenta que estos tratados internacionales tienen una jerarquía normativa superior a la de las leyes federales y locales, según la tesis aislada emitida por el Tribunal Pleno de esta Suprema Corte, de rubro: “TRATADOS INTERNACIONALES. SE UBICAN JERÁRQUICAMENTE POR ENCIMA DE LAS LEYES FEDERALES Y EN UN SEGUNDO PLANO RESPECTO DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL”.
A continuación, saca a colación la resolución emitida por la Corte Interamericana de Derechos Humanos el cinco de febrero de dos mil uno en el caso “La última tentación de cristo” (Olmedo Bustos y otros vs. Chile), en la que dijo que la libertad de expresión tiene una dimensión individual y una social. La Corte sostuvo en esa ocasión  que la dimensión individual de este derecho no se agota en el reconocimiento teórico del derecho a hablar o escribir, sino que comprende también el derecho a utilizar cualquier medio apropiado para difundir el pensamiento y hacerlo llegar al mayor número de destinatarios. Se afirmó por parte de la Corte que la expresión y la difusión del pensamiento y de la información son indivisibles, de modo que una restricción de las posibilidades de divulgación representa directamente y, en la misma medida, un límite al derecho de expresarse libremente. En su dimensión social, la libertad de expresión es un medio para el intercambio de ideas e informaciones entre las personas.
Por otra parte, destaca que la Corte Europea de Derechos Humanos ha determinado que la libertad de expresión tiene un papel fundamental en la sociedad democrática, dado que conforma la condición necesaria del pluralismo, la tolerancia y el espíritu de apertura que la caracteriza, y que ha confirmado la fuerza de esta libertad para proteger aquellas ideas que no son bien recibidas por el Estado (caso Handyside vs. Reino Unido) e incluso la propaganda subversiva y separatista (caso Sürek vs. Turquía).
En este contexto, considera que el artículo 123, fracción X del Bando municipal para el Municipio de Toluca de treinta de enero de dos mil seis viola la libertad de expresión dado que la sanción que establece no se limita a castigar la distribución de material que pudiera afectar a derechos de terceros, el orden público y la moral pública, sino que sanciona la distribución de todo tipo de material, lo que vulnera, en su opinión, un derecho que es correlativo a la libertad de expresión: distribuir propaganda. Dicho precepto, argumenta, impone una censura previa al ejercicio de la libertad de expresión, lo que contraviene la regla, reconocida también el plano internacional, de que las responsabilidades en el plano de las ideas son siempre posteriores a la conducta, nunca anteriores. 
b) Por otra parte, el recurrente argumenta que, contra lo afirmado por el Juez de Distrito, la norma reclamada sí viola la libertad de culto consagrada en el artículo 24 de la Constitución Federal. En su opinión es incorrecta la conclusión según la cual esta libertad actualmente sólo puede ejercerse en los templos o lugares específicamente destinados para ese propósito; desde la reforma de mil novecientos noventa y dos, dicha norma constitucional no prohíbe lo contrario. Aunque antes de dicha reforma el ejercicio de esta libertad se limitaba en los templos establecidos, las condiciones sociales han cambiado y reflejo de esto es la actual redacción del artículo 24 constitucional. Considera que esto es relevante, dado que la tesis aislada citada por el Juez fue emitida por esta Suprema Corte durante el conflicto conocido como “cristero”.
La libertad de culto, aduce el recurrente, incluye la libertad de difundirlo. Así, lo establece, en vía de ejemplo, el artículo 16 de la Constitución española, pero también lo establece en estos términos el artículo 18 del pacto Internacional  de Derechos Civiles y Políticos y el artículo 12 de la Convención Interamericana de Derechos Humanos. La Corte Interamericana de Derechos Humanos determinó en el caso Olmedo Bustos, ya citado, que la libertad de conciencia y de religión  permite que las personas conserven, cambien, profesen y divulguen su religión o sus creencias, y que estas posibilidades juntas conforman uno de los cimientos de la sociedad democrática.
En conclusión, el recurrente afirma que el derecho a difundir la religión se encuentra íntimamente relacionado con la libertad de expresión y de imprenta, y que el artículo impugnado viola estos derechos, ya que le impidió difundir sus ideas religiosas.

QUINTO. Estudio y resolución del asunto. Los planteamientos del recurrente son muy claros y vienen a controvertir todos y cada uno de los puntos esenciales por los cuales el Juez de Distrito le denegó el amparo en primera instancia
. Las cuestiones  que esta Sala debe, por consiguiente, resolver son las siguientes: ¿es constitucional una norma municipal que exige solicitar permiso previo a las autoridades municipales para difundir o repartir documentos en la vía pública (en el caso, una octavilla en la que se invita a un concierto de música y un cuadernillo que difunde el Evangelio según San Juan)? ¿Vulnera la norma  municipal cuestionada las libertades de expresión e imprenta y/o la libertad religiosa, de modo que a esta Sala le corresponda conceder el amparo de la justicia federal?   
Para contestar estas preguntas, recorreremos un esquema argumentativo de tres pasos. En primer lugar, identificaremos los derechos individuales que resultan relevantes en el análisis, y describiremos en términos generales su función y su ámbito básico de protección. En segundo lugar, y partiendo de la premisa de que los derechos fundamentales no son absolutos y de que los poderes públicos están autorizados para expedir normas destinadas a armonizar su ejercicio con la atención de otros derechos y bienes, estableceremos los requisitos que dichas normas deben cumplir para ser constitucionales y subrayaremos una particularidad importante respecto del estándar constitucional de revisión en este caso. En tercer lugar, analizaremos el precepto cuestionado a la luz de los criterios anteriores, para determinar si puede considerarse o no constitucionalmente razonable y tomar la decisión final respecto de la concesión o la negación del amparo.
El seguimiento de esta línea de análisis —avanzamos— nos llevará a amparar al recurrente contra la norma impugnada. A pesar de que la emisión de una norma contenida en la fracción X del artículo 123 del Bando municipal analizado (en adelante, “el bando”) puede asociarse fácilmente con la persecución de fines constitucionalmente válidos, no constituye un medio constitucionalmente admisible porque, junto con medidas que podrían estar justificadas, incluye otras que no lo están a la vista de esos objetivos, erigiéndose en una previsión sobre-incluyente que impone condiciones injustificadas a la libre expresión y difusión de escritos, obstaculizando al mismo tiempo el ejercicio normal de la libertad religiosa. 
En términos más concretos, y como pronto desarrollaremos: aunque la emisión de normas municipales orientadas a compatibilizar la fijación de material impreso en bienes de dominio público o que son parte integrante del espacio público con el adecuado cuidado e higiene de este último no está lejos de ser, en sí mismo, constitucionalmente reprochable, la fracción X del artículo 123 del bando no se limita a eso, sino que incluye dentro de su ámbito actividades que no son relevantes desde la perspectiva que marcan estos fines, y respecto de las cuales no puede aplicarse un mecanismo de supervisión pública previa que hace nugatorio el ejercicio de las libertades cuya vulneración se aduce.
En el caso, concluiremos, la inviabilidad constitucional de la norma examinada se deduce, sin más, del hecho de que el permiso exigido permite que las autoridades municipales efectúen la censura previa de los mensajes y documentos que los ciudadanos desean difundir, la cual está explícitamente prohibida en la formulación textual del derecho. Ello supone invariablemente un desconocimiento de los términos en los que la Constitución consagra las libertades de expresión e imprenta y, para la categoría de casos en los que lo expresado tenga una dimensión religiosa, también de la libertad religiosa. La inviabilidad constitucional se confirma por la ausencia de criterios que guíen y fijen límites a la autoridad administrativa respecto de las razones por las cuales debe conceder o negar el permiso, y por el rango meramente reglamentario de la norma analizada, lo cual deja el ejercicio de los derechos fundamentales a la ventura de la decisión que tengan a bien tomar las autoridades municipales. La norma impugnada sitúa a las personas en la tesitura de tener que pedir permiso al Municipio para hacer algo para lo cual la Constitución Federal les concede un permiso directo, y en el caso de que no lo hagan, las hace acreedoras de una sanción, como le ocurrió al quejoso en el cas d’espèce, cuando pacíficamente desarrollaba conductas que se relacionan con el ejercicio de sus libertades más básicas.
1. Encuadre constitucional del caso: los derechos fundamentales implicados. 
El quejoso fue multado por repartir papeles en la vía pública sin contar con un permiso previo de las autoridades municipales. Según obra adjunto al expediente, uno de los documentos repartidos era una octavilla en la que se invitaba a asistir a un concierto gratuito. El otro documento es un cuadernillo que contiene el Evangelio según San Juan.
Es, a juicio de esta Sala, claro que el comportamiento del quejoso se inscribe dentro del ejercicio de las libertades de expresión e imprenta, por un lado, y de la libertad religiosa, por otro. Aunque podrían también explorarse las conexiones del caso con la libertad ideológica, la libertad ambulatoria o la libertad de asociación, el hecho es que la concatenación entre las distintas instancias en el juicio de amparo, y en particular el contenido de los agravios nos obligan a articular nuestro análisis exclusivamente desde la perspectiva de los derechos mencionados en primer lugar.
La fórmula normativa mediante la cual nuestra Carta Magna consagra las libertades de expresión e imprenta es la siguiente:  

Artículo 6º. La manifestación de las ideas no será objeto de ninguna inquisición judicial o administrativa, sino en el caso de que ataque a la moral, los derechos de tercero, provoque algún delito, o perturbe el orden público; el derecho a la información será garantizado por el Estado.

Artículo 7º. Es inviolable la libertad de escribir y publicar escritos sobre cualquier materia. Ninguna ley ni autoridad puede establecer la previa censura, ni exigir fianza a los autores o impresores, ni coartar la libertad de imprenta, que no tiene más límites que el respeto a la vida privada, a la moral y a la paz pública. En ningún caso podrá secuestrarse la imprenta como instrumento del delito.
Las Leyes orgánica dictarán cuantas disposiciones sean necesarias para evitar que so pretexto de las denuncias por delito de prensa, sean encarcelados los expendedores, “papeleros”, operarios y demás empleados del establecimiento de donde haya salido el escrito denunciado, a menos que se demuestre previamente la responsabilidad de aquéllos.

El artículo 13 de la Convención Americana de Derechos Humanos, por su parte, consagra las mencionadas libertades del siguiente modo: 
1. Toda persona tiene derecho a la libertad de pensamiento y de expresión. Este derecho comprende la libertad de buscar, recibir y difundir informaciones e ideas de toda índole, sin consideración de fronteras, ya sea oralmente, por escrito o en forma impresa o artística, o por cualquier otro procedimiento de su elección.

2. El ejercicio del derecho previsto en el inciso precedente no puede estar sujeto a previa censura sino a responsabilidades ulteriores, las que deben estar expresamente fijadas por la ley y ser necesarias para asegurar:

a. el respeto a los derechos o a la reputación de los demás, o

b. la protección de la seguridad nacional, el orden público o la salud o la moral públicas.

3. No se puede restringir el derecho de expresión por vías o medios indirectos, tales como el abuso de controles oficiales o particulares de papel para periódicos, de frecuencias radioeléctricas, o de enseres y aparatos usados en la difusión de información o por cualesquiera otros medios encaminados a impedir la comunicación y la circulación de ideas y opiniones.

4. Los espectáculos públicos pueden ser sometidos por la ley a censura previa con el exclusivo objeto de regular el acceso a ellos para la protección moral de la infancia y la adolescencia, sin perjuicio de lo establecido en el inciso 2.
5. Estará prohibida por la ley toda propaganda a favor de la guerra y toda apología del odio nacional, racial o religioso que constituyan incitaciones a la violencia o cualquier otra acción ilegal similar contra cualquier persona o grupo de personas, por ningún motivo, inclusive los de raza, color, religión, idioma u origen nacional.
Como es sabido, la libertad de expresión es una de las libertades individuales más importantes en una democracia constitucional. Ello se debe a que, junto con la dimensión individual de la misma, que asegura a estos últimos un importante espacio de creatividad y desarrollo individual, indisolublemente ligado a cualquier ejercicio significativo de la autonomía, la libertad de expresión goza también de una vertiente pública, institucional o colectiva de inmensa relevancia. Tener plena libertad para expresar, difundir y publicar ideas es imprescindible no solamente para poder ejercer plenamente otros derechos fundamentales como el de asociarse y reunirse pacíficamente con cualquier objeto lícito, el derecho de petición, o el derecho a votar y ser votado, sino que constituye además un elemento funcional de esencial importancia en la dinámica de una democracia representativa. Si los ciudadanos no tienen la plena seguridad de que el derecho los protege en su posibilidad de expresar y publicar libremente sus ideas, es imposible avanzar en la obtención de un cuerpo extenso de ciudadanos activos, críticos, comprometidos con los asuntos públicos, atentos al comportamiento y a las decisiones de los gobernantes, y capaces así de cumplir la función que les corresponde en un régimen democrático. 
Por ello es frecuente observar que cada vez que un tribunal decide un caso de libertad de expresión o imprenta, está afectando no solamente las pretensiones de las partes en un litigio concreto, sino también el grado al que en un país quedará asegurada la libre circulación de noticias, ideas y opiniones, así como el más amplio acceso a la información por parte de la sociedad en su conjunto, todo ello condición indispensable para el adecuado funcionamiento de la democracia representativa.

En el marco del presente asunto y en estrecha conexión con lo anterior, resulta imprescindible destacar otra faceta de la libertad de expresión. El hecho de que protege no solamente el acto “estático” de expresar o comunicar lo que uno estime conveniente, sino la actividad consistente en divulgar lo expresado por cualquier medio y a las personas que uno desee. Destacar este elemento es una operación casi redundante, pues el mismo está implícito en la propia idea de expresarse o comunicar, y es un factor sin el cual la libertad de expresión no podría cumplir las funciones anteriormente descritas. 
En la Constitución Federal, la misma consagración de la libertad de imprenta en un artículo separado de la libertad de expresión es un testimonio elocuente del carácter esencial de la difusión del mensaje. La imprenta fue durante mucho tiempo el mecanismo central de difusión de los mensajes escritos, y es eso lo que llevó a los textos constitucionales a incluir reglas específicas protegiendo ese particular y por el entonces central y más eficaz medio de expresión de mensajes escritos. Cuando el artículo 7 de nuestra Carta Magna establece reglas tan específicas como la de que “en ningún caso podrá secuestrarse la imprenta como instrumento del delito” o la de que “las Leyes orgánicas dictarán cuantas disposiciones sean necesarias para evitar que so pretexto de las denuncias por delito de prensa, sean encarcelados los expendedores, “papeleros”, operarios y demás empleados del establecimiento de donde haya salido el escrito denunciado, a menos que se demuestre previamente la responsabilidad de aquéllos”, da cuenta, en clave histórica, de la gran importancia que el Constituyente permanente depositó en la garantía de que las autoridades públicas no utilizaran estrategias indirectas, o estrategias de consecuencias irreversibles, para entorpecer la libre difusión y comunicación de las ideas escritas.
La Corte Interamericana de Derechos Humanos ha subrayado la importancia de la difusión del mensaje y su inseparabilidad de la expresión del mismo del siguiente modo: 

65. Sobre la primera dimensión del derecho consagrado en el artículo mencionado, la individual, la libertad de expresión no se agota en el reconocimiento teórico del derecho a hablar o escribir, sino que comprende además, inseparablemente, el derecho a utilizar cualquier medio apropiado para difundir el pensamiento y hacerlo llegar al mayor número de destinatarios. En este sentido, la expresión y la difusión del pensamiento y de la información son indivisibles, de modo que una restricción de las posibilidades de divulgación representa directamente, y en la misma medida, un límite al derecho de expresarse libremente.          
66. Respecto a la segunda dimensión del derecho, consagrado en el artículo 13 de la Convención, la social, es menester señalar que la libertad de expresión es un medio para el intercambio de ideas e informaciones entre las personas; comprende su derecho a tratar de comunicar a otras sus puntos de vista, pero implica también el derecho de todas a conocer opiniones, relatos y noticias. Para el ciudadano común tiene tanta importancia el conocimiento de la opinión ajena o de la información de que disponen otros como el derecho a difundir la propia.    

67. La Corte considera que ambas dimensiones poseen igual importancia y deben ser garantizadas en forma simultánea para dar efectividad total al derecho a la libertad de pensamiento y de expresión en los términos previstos por el artículo 13 de la Convención.
 
Respetar y garantizar las libertades de expresión e imprenta exige del Estado tanto obligaciones negativas como obligaciones positivas. Dado el tema de constitucionalidad que nos ocupa, debemos destacar de manera especial una obligación de carácter negativo que, por su relevancia, los textos fundamentales plasman con toda su especificidad: la prohibición de censura. La prohibición de la censura implica que el Estado no puede someter las actividades expresivas o comunicativas de los particulares a la necesidad de solicitar previamente un permiso a la autoridad. 
La regla general según la cual el ejercicio de la libre expresión y de la libertad de imprenta sólo puede ser sometida a responsabilidades ulteriores, no a controles a priori, se ha convertido, de hecho en uno de los criterios definitorios de la democracia, esto es, en uno de los criterios de conformidad con los cuales se mide el grado de “democraticidad” de un determinado sistema de gobierno. No está de más recordar el modo en que los artículos constitucionales arriba transcritos recogen la interdicción de la censura: “[n]inguna ley ni autoridad puede establecer la previa censura, ni exigir fianza a los autores o impresores”. El Convenio Americano, por su parte, expresamente puntualiza que el ejercicio de la libre expresión “no puede estar sujeto a previa censura sino a responsabilidades ulteriores, las que deben estar expresamente fijadas por la ley y ser necesarias para asegurar (…)”. El Convenio incluye una excepción a la regla general de interdicción de la censura, pues se establece que “[l]os espectáculos públicos pueden ser sometidos por la ley a censura previa con el exclusivo objeto de regular el acceso a ellos para la protección moral de la infancia y la adolescencia, sin perjuicio de lo establecido en el inciso 2”. Se trata, como puede observarse, de una excepción que no se proyecta sobre la actividad de difundir ideas o informaciones por escrito, sino que se aplica a los espectáculos públicos, y viene a armonizar en este caso su despliegue con la protección de los derechos e intereses de niños y jóvenes, quedando así esencialmente fuera del abanico de temas relevantes en el marco del presente amparo
.     
El segundo derecho fundamental que está en liza es la libertad religiosa, que el artículo 24 de la Constitución Federal plasma en los términos siguientes: 

Todo hombre es libre para profesar la creencia religiosa que más le agrade y para practicar las ceremonias, devociones o actos de culto respectivo, siempre que no constituyan un delito o falta penados por la ley.
El Congreso no puede dictar leyes que establezcan o prohíban religión alguna.

Los actos religiosos de culto público se celebrarán ordinariamente en los templos. Los que extraordinariamente se celebren fuera de éstos se sujetarán a la ley reglamentaria.
El primer párrafo consagra en sus términos nucleares la libertad religiosa, esto es, la libertad de sostener y cultivar las creencias religiosas que cada uno considere, libertad que también incluye la de cambiar de creencias religiosas. El precepto encierra, además, tanto una referencia a la dimensión interna de la libertad religiosa (“todo hombre es libre de profesar la creencia religiosa que más le agrade”) como la dimensión externa de la misma (“y para practicar las ceremonias, devociones o actos de culto respectivo, siempre que no constituyen un delito o falta penados por la ley”). En puridad, al utilizarse en la primera frase la palabra “profesar”, la norma encierra ya desde ese momento una referencia simultánea a la dimensión interna y a la externa, puesto que “profesar” significa tanto “creer” o “sentir algún afecto, inclinación o interés” como “ejercer algo con inclinación voluntaria y continuación en ello”, según el diccionario de la Real Academia Española, que viene a recoger en este punto un doble significado ampliamente entendido y difundido en el uso ordinario del vocablo.
La dimensión o la faceta interna de la libertad religiosa se relaciona íntimamente con la libertad ideológica, y aunque es difícil de definir de un modo que sea general y a la vez útil, atiende a la capacidad de los individuos para desarrollar y actuar de conformidad con una particular visión del mundo en la que quede definida la relación del hombre con lo divino. Ello no significa, sin embargo, que nuestro texto constitucional proteja sólo el desarrollo de ideas, actitudes y planes de vida religiosos, en contraposición a ideas y actitudes ateas o agnósticas. Así como los derechos de reunión, asociación o expresión protegen tanto la posibilidad de reunirse, fundar y pertenecer a asociaciones y expresarse como la opción de los que prefieren no hacerlo, la Constitución protege la opción de no desarrollar los contenidos del derecho a la libertad religiosa, lo cual por otro lado viene asegurado por la prohibición de discriminación contenida en el artículo 1°. 
Desde muchas perspectivas puede considerarse que, en esta vertiente interna, la libertad religiosa es ilimitada, puesto que el Estado no tiene medios directos para cambiar, imponer o eliminar lo que el individuo desarrolla en su más irreductible ámbito de intimidad: su pensamiento. Sin embargo, es sabido que existen poderosos medios por los cuales el Estado y los particulares influyen y moldean de hecho las creencias de las personas, y aunque ello es, en cierta medida, un rasgo normal e implícito de la vida en sociedad, en los casos en los que, por el tipo de fines perseguidos o por los medios usados, el impacto sobre esta dimensión sea empíricamente ostensible, no pueda descartarse que la citada dimensión interna de la libertad religiosa pueda ser sacada a colación en una determinada instancia de control de la constitucionalidad de normas y actos.   
En el contexto del presente asunto, en cualquier caso, nos interesa más la dimensión o proyección externa de la libertad religiosa. Esta proyección es múltiple, y se entrelaza de modo estrecho, en muchas ocasiones, con el ejercicio de otros derechos individuales, como la libertad de expresión, la libertad de reunión, o la libertad de enseñanza. Una proyección típica y específica a la que la Constitución se refiere expresamente es la libertad de culto, que se refiere a la libertad para practicar las ceremonias, ritos y reuniones que se asocian con el cultivo de determinadas creencias religiosas.  

Las manifestaciones externas de la libertad religiosa pueden ser por otro lado individuales o colectivas. Las dos son abarcadas y protegidas por el primer párrafo del artículo 24 (que establece, recordémoslo de nuevo, que “todo hombre es libre para profesar la creencia religiosa que más le agrade y para practicar las ceremonias, devociones o actos de culto respectivo, siempre que no constituyan un delito o falta penados por la ley”). Respecto de un subconjunto muy preciso de manifestaciones externas colectivas de la libertad religiosa, el párrafo tercero del artículo 24 contiene una regla específica; según la misma, “los actos religiosos de culto público se celebrarán ordinariamente en los templos y los que extraordinariamente se celebren fuera se sujetarán a lo dispuesto en la ley reglamentaria”. 
Se trata, en cualquier caso, de una previsión que, como veremos, no resulta relevante para la resolución del problema jurídico que nos ocupa en la presente instancia, pues se refiere a los actos de “culto público”, esto es, a los actos de culto no sólo externos sino también colectivos o grupales y además pertenecientes al ámbito de la expresión institucionalizada de la religión. No todo acto de expresión externa de una creencia religiosa, en otras palabras —y con independencia de su carácter individual o colectivo— es un acto de “culto público” que caiga bajo el ámbito de aplicación de la regla establecida en el tercer párrafo del artículo 24. Llevar la kipá o una cadena con una medalla de la virgen en el cuello, es símbolo y expresión de la filiación religiosa judía o católica, respectivamente, de la persona que los lleva, y en esa medida son una manifestación externa de la libertad religiosa, pero no, evidentemente, un acto de “culto público”. Análogamente, el hecho de que sean varias las personas que llevan dichos símbolos conjuntamente no convierte a esa coincidencia en un acto de “culto público”, como tampoco lo serían otras expresiones o vivencias colectivas de ciertas creencias religiosas, como fundar una escuela privada con orientación religiosa u organizar una excursión privada a un lugar sagrado. Los actos de “culto público”, en resumen, son aquellos actos específicamente orientados a desarrollar de manera colectiva los ritos, ceremonias y conductas que las diferentes religiones reconocen como manifestaciones institucionalizadas o formalizadas de su fe religiosa, definidas y gobernadas por reglas pre-establecidas por ellas.             

Para cerrar nuestro análisis, debemos referirnos finalmente al segundo párrafo del artículo 24, que consagra el llamado principio de separación entre las iglesias y el Estado, pues insta al Estado a no “establecer” pero tampoco “prohibir” religión alguna, esto es, a no respaldar como propia del Estado a una religión en particular, manteniéndose al tiempo imparcial y respetuoso con una de las manifestaciones más importantes del pluralismo en las sociedades actuales: el pluralismo religioso propio de la ciudadanía en una democracia contemporánea. 
El entendimiento de las relaciones entre el Estado y las iglesias en el país tiene que tener en cuenta además lo dispuesto en el artículo 130 de la Carta Magna, que establece una serie implicaciones específicas que, estimó el constituyente, derivan del régimen de separación constitucionalmente establecido. El precepto establece esencialmente de qué manera las iglesias y asociaciones religiosas podrán operar jurídicamente, impone una serie de reglas especiales sobre el modo en que los ministros de culto pueden ejercer ciertos derechos y desarrollar ciertas actividades, prohíbe que las agrupaciones políticas tengan denominaciones religiosas y que se desarrollen reuniones políticas en los templos, y establece la competencia exclusiva de las autoridades civiles respecto de los actos que afecten al estado civil de las personas
.    
2. El estándar de revisión constitucional en este caso. 
En muchas ocasiones, aunque el análisis de la constitucionalidad de una norma o acto pueda partir de una reconstrucción general de los contenidos centrales de los derechos en liza, en las líneas desarrolladas en el apartado anterior, para llegar a conclusiones específicas es necesario prestar una atención cuidadosa a los detalles que caracterizan y dan singularidad a la litis en el caso concreto. 
Ello es así, por un lado, porque los derechos fundamentales, como cualquier otro derecho, no son derechos ilimitados, y es legítimo en principio que los poderes legislativo y ejecutivo emitan normas que inciden y modulen (“regulen”, en definitiva) su ejercicio, aunque no puedan desplegar esa tarea de cualquier modo, sino sólo dentro de los límites marcados por el necesario respeto a la Constitución. Y frecuentemente, para concluir si la labor de los poderes constituidos respeta esos límites, el juez constitucional debe embarcarse en una operación de juicio y ponderación.  Los derechos fundamentales son normas jurídicas que tienen una estructura interna principal en virtud de la cual, cuando el ejercicio de uno entra en conflicto con el ejercicio de otros, se hace necesario atender a su peso relativo en el caso concreto (esto es, a la luz de la totalidad de intereses y bienes relevantes en una particular categoría de casos) para determinar cuál debe considerarse prevaleciente —sin que ello afecte la validez del o de los que no lo hacen— a los efectos de evaluar la razonabilidad constitucional del acto o norma reclamados. 

A veces, sin embargo, la Constitución misma o los tratados internacionales de derechos humanos incluyen normas específicas, normas que estructuralmente son reglas, no principios, y que por tanto dictan con precisión el tipo de conclusión jurídica que se sigue en una determinada hipótesis. Un ejemplo de ellas lo encontramos, justamente, en la prohibición de censura previa presente en el primer párrafo del artículo 7 y en el segundo del artículo 13 del Pacto de San José de Costa Rica. Esta prohibición concreta constituye el resultado de una ponderación previa, hecha por el constituyente o por los estados partes, que provee para los casos concretos un criterio de resolución puntual.                  
Ello es lo que hace innecesario, en el contexto del presente asunto, sumergirnos en el tipo de operación analítica que tan frecuentemente debe desarrollar un tribunal constitucional para determinar cuándo la limitación a un derecho está justificada o no. En la medida en que la norma que ha sido sometida a nuestra consideración pueda calificarse de censura previa, será obligado concluir que es inconstitucional. Sólo si la concusión es negativa habremos de examinar si es inconstitucional por otros motivos. 
3. La inconstitucionalidad del bando.  
Los agravios que el quejoso hace valer contra la norma contenida en la fracción X del artículo 123 del bando municipal bajo examen son fundados. Dicha norma debe ser declarada inconstitucional y debe ser inaplicada a quejoso por varias razones que a continuación desarrollaremos. Recordemos que la misma prevé la imposición de una sanción a aquel que “[s]in permiso, pegue, cuelgue, distribuya, o pinte propaganda de carácter comercial o de cualquier otro tipo en edificios públicos, Portales, postes de alumbrado público, de la Comisión Federal de Electricidad, de la Compañía de Luz y Fuerza, de teléfonos, de semáforos; pisos, banquetas, guarniciones, camellones, puentes peatonales, pasos a desnivel, parques, jardines y demás bienes del dominio público federal, estatal o municipal”.     
Lo primero que debe ser destacado es que la norma impugnada agrupa bajo un mismo régimen actividades o conductas que son heterogéneas desde el punto de vista de los bienes, derechos e intereses involucrados. De su tenor literal se desprende muy claramente que el objetivo de la norma es velar por el buen uso, limpieza y adecuada preservación de los bienes de dominio público federal, estatal o municipal, o de bienes que, pudiendo ser en estricto sentido privados, están en el espacio público y están vinculados a la prestación de servicios públicos. Aunque la mayoría de prohibiciones que contempla guardan, efectivamente, una conexión racional con este legítimo objetivo, existe una que no la guarda, y es precisamente la que justificó la imposición de la multa al quejoso. 
En efecto: la prohibición de pegar, colgar o pintar propaganda de cualquier tipo en edificios públicos, postes, vías públicas o jardines constituye un medio racionalmente conectado con el objetivo antes identificado, aunque habría que discutir —este es un extremo sobre el que no nos compete pronunciarnos en el presente asunto, al quedar al margen de la litis— si respeta también la relación de proporcionalidad que debe existir en toda medida que restringe derechos en aras de la protección de otros derechos y bienes.               

Sin embargo, la norma prevé junto a las anteriores prohibiciones, la imposición de la citada multa a quien “distribuya” propaganda “comercial o de cualquier otro tipo”. Y es así como pasa a alcanzar la prohibición y sanción de una conducta que está en el núcleo del ordinario ejercicio de las libertades de expresión e imprenta y que hace parte del normal despliegue de la libertad religiosa, cayendo dentro del ámbito de una prohibición constitucional expresa y puntual: la prohibición de censura previa. Ninguna analogía puede trazarse entre las actividades de pegar o colgar documentos, o pintar, en bienes del dominio público, y la muy distinta actividad de circular o pasear por la calle y repartir a la ciudadanía un texto que contiene un documento religioso y una invitación a asistir a un concierto. Las primeras implican efectivamente el uso de superficies de uso público, y un uso que no sólo implica un desgaste y envejecimiento de las mismas, sino también una limitación a la posibilidad de que otros ciudadanos puedan hacer de ellas un uso idéntico; de manera que la acción coordinadora y eventualmente proscriptora o sancionadora que el Estado pueda desplegar no pueda ser, de entrada, descartada.     
La segunda actividad, en cambio, no supone hacer un uso (y lógicamente, menos un desgaste) de ningún tipo de superficie de uso público más allá de la ocupación transitoria de las vialidades inherentes al derecho a circular por las mismas, que es además, en circunstancias ordinarias, absolutamente compatible con la posibilidad de que todos los demás ciudadanos hagan lo mismo. Se trata en otras palabras, de una instancia central y “pura” de difusión de ideas, en este caso religiosas, respecto de la cual la prohibición de censura previa se proyecta también con toda su centralidad y pureza. Sin embargo, al someter la posibilidad de desplegarla a la necesidad de solicitar un permiso previo a las autoridades municipales, que estas podrán graciosamente conceder o negar, es muy claro que la norma se erige en un mecanismo de censura incompatible con el texto fundamental.   
La inconstitucionalidad de la norma por constituir un mecanismo de censura previa no variaría de cambiar la posición jerárquica de la norma que lo contempla, pero no está de más subrayar que el rango reglamentario y la ausencia de una genealogía legal clara en cuanto a los antecedentes de la norma en otras de rango legal confirma por otra vía su naturaleza inconstitucional. Las limitaciones de derechos fundamentales deben encontrar sustento legal. Eso no significa, evidentemente que las normas infra-legales no puedan modular aspectos del ejercicio de los mismos; lo que significa es que debe ser posible a partir de las mismas reconstruir algún tipo de cadena de remisión normativa que muestre que las decisiones centrales respecto de la limitación han sido determinadas por los representantes de los ciudadanos —esto es: por el legislador—. Y ello, en el caso del bando municipal en el que se inscribe la norma cuya constitucionalidad se denuncia, no es posible.         

En efecto: el Presidente municipal de Toluca, Estado de México, fundamenta la emisión del bando en “las facultades que me confiere el artículo 128 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de México, así como los numerales 48, fracción III y 160 de la Ley Orgánica municipal”, y el Ayuntamiento de Toluca afirma actuar en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 115, fracción II, de la Constitución Federal, 123 y 124 de la Constitución local y 31, fracción I, y 160 a 165 de la Ley Orgánica Municipal del Estado. En este sentido general podría decirse que es una norma “fundada y motivada”, en el sentido de que es emitida por unas autoridades que son las competentes para tomar cierto tipo de decisiones. Pero ello no prejuzga absolutamente nada respecto de la constitucionalidad o inconstitucionalidad de la misma en razón de su contenido, y lo cierto es que el bando no contiene referencia a norma legal alguna como soporte de la restricción sustantiva que la fracción analizada impone, ni es posible encontrarla, por ejemplo, en la Ley de Asociaciones Religiosas y Culto Público, la cual, por el contrario y sea ello dicho a título ilustrativo, garantiza precisamente en su artículo 2° la conducta que la fracción X del artículo 123 del bando analizado impide
.         
En conclusión: la actividad de pacífica difusión de pensamientos y actividades, como la que el quejoso realizaba en las calles de la ciudad de Toluca en el caso que dio origen al presente amparo, en ejercicio de los derechos fundamentales de los ciudadanos a expresarse libremente mediante la difusión de material impreso, y a vivir su experiencia religiosa y difundirla a los demás de forma pacífica, se ve suprimida por una norma reglamentaria municipal que le obliga a solicitar un “permiso” previo a unas autoridades municipales a quienes la norma concede una total discreción para conceder o negar, y que por tanto se erige en una censura previa terminantemente prohibida en el artículo 7 de nuestra Carta Magna.        

Por todo lo argumentado, esta Sala procede a conceder al quejoso el amparo y la protección de la justicia federal contra la aplicación de la fracción X del artículo 123 del bando del Ayuntamiento de Toluca de treinta de enero de dos mil seis, en los términos señalados, esto es, respecto de la parte del precepto que prevé la imposición de una multa a quien “distribuya (…) propaganda comercial o de cualquier otro tipo” en bienes y espacios que pertenezcan al dominio público federal estatal o municipal.        
Por lo expuesto y  fundado, 

SE RESUELVE:

PRIMERO: En la materia de la revisión competencia de esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, se revoca la sentencia recurrida.
SEGUNDO. La Justicia de la Unión ampara y protege a ********** contra la fracción X del artículo 123 del Bando municipal de treinta de enero de dos mil seis para el Municipio de Toluca, Estado de México. 
Notifíquese. Con testimonio de esta resolución, vuelvan los autos al lugar de su origen y en su oportunidad archívese el expediente como asunto definitivamente concluido.

Así, lo resolvió la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, por unanimidad de cinco votos de los señores Ministros: José de Jesús Gudiño Pelayo, Sergio A. Valls Hernández, Juan N. Silva Meza, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Presidente José Ramón Cossío Díaz (Ponente).

Firman el Ministro Presidente de la Sala y Ponente, con el Secretario de Acuerdos, quien autoriza y da fe. 

PRESIDENTE DE LA PRIMERA SALA Y PONENTE.

MINISTRO JOSÉ RAMÓN COSSÍO DÍAZ.

SECRETARIO DE ACUERDOS

DE LA PRIMERA SALA

LIC. MANUEL DE JESÚS SANTIZO RINCÓN.

FMPG/dgs
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II, 13, 14 y 18 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión pública se suprime la información considerada legalmente como reservada o confidencial que encuadra en esos supuestos normativos”.
� El sobreseimiento no impugnado atañe, específicamente, a la detención y remisión del quejoso a Comisaría, así como a la recepción y privación ilegal de la libertad a que el quejoso fue sometido en aquélla.  


� Tesis 1a XIX/ 2006, visible en la página 650 del tomo XXIII del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta (febrero de 2006, novena época). Según su tenor, “[c]uando la sentencia recurrida se apoya en dos o más consideraciones  desvinculadas entre sí y cada una de ellas sustenta la declaratoria de inconstitucionalidad de distintos preceptos o actos, no deben estimarse inoperantes  los agravios expresados por la parte recurrente que controvierten sólo una de esas consideraciones, pues al tratarse de razonamientos que revisten autonomía, el recurrente se encuentra en posibilidad legal de combatir únicamente la parte de la sentencia que estime contraria a sus intereses. En ese orden de ideas, cuando alguna consideración de la sentencia impugnada afecte a la recurrente y ésta no expresa agravio en su contra, tal consideración debe declararse firme.”


� No pasa desapercibido para esta Sala que, aunque en sus conceptos de violación el quejoso formuló argumentos relacionados con la vulneración del derecho de asociación, el juez no se pronunció específicamente sobre ellos. Sin embargo, no hay agravio en relación con este desajuste argumentativo, lo cual deja fuera de la litis en la presente instancia la alegación que se centra en la vulneración de esta garantía constitucional. 


� Caso “La Última tentación de Cristo” (Olmedo Bustos y otros vs. Chile), sentencia de 5 de febrero de 2001.  


� El hecho de que el objeto primario de nuestra decisión sea el análisis de la constitucionalidad de una norma del bando no hace impertinente las referencias al derecho internacional de los derechos humanos y en particular a las previsiones del Pacto de San José, que en este caso son no sólo compatibles sino complementarias de las previsiones constitucionales, como reflejan, por otro lado, los términos en los que vienen formulados los agravios.  


� Para un panorama general orientador respecto de la regulación jurídica del fenómeno religioso en México antes y después de la “refundación” que supusieron las reformas constitucionales de mil novecientos noventa y dos, puede consultarse de Juan Pablo Pampillo Baliño, “Estudio preliminar histórico-jurídico”, en La Suprema Corte de Justicia de la Nación y la Cuestión Religiosa 1917-1940 (Suprema Corte de Justicia de la Nación, México, 2006), Tomo I, páginas XXXI-LXXV, Miguel Carbonell, Los derechos fundamentales en México, (UNAM-Comisión Nacional de Derechos Humanos, México, 2004) y AAVV, Derecho fundamental a la libertad religiosa (IIJ-UNAM, 1994).


� Según en tenor de este artículo, “[e]l estado Mexicano garantiza a favor del individuo, los siguientes derechos y libertades en materia religiosa: 


Tener o adoptar la creencia religiosa que más le agrade y practicar, en forma individual y colectiva, los actos de culto o ritos de su preferencia.


No profesar creencias religiosas, abstenerse de practicar actos y ritos religiosos y no pertenecer a una asociación religiosa.


No ser objeto de discriminación, coacción u hostilidad por causa de sus creencias religiosas, ni ser obligado a declarar sobre las mismas.


No podrán alegarse motivos religiosos para impedir a nadie el ejercicio de cualquier trabajo o actividad, salvo en los casos previstos en éste y los demás ordenamientos aplicables.


No ser objeto de ninguna inquisición judicial o administrativa por la manifestación de ideas religiosas.


Asociarse o reunirse pacíficamente con fines religiosos.     
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